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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / DEFINICIÓN LEGAL / ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL / DERECHOS QUE GARANTIZA / INTERPOSICIÓN OPORTUNA DE LOS RECURSOS CONTRA UN ACTO ADMINISTRATIVO.
… aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
… lo que tiene que ver con el presupuesto de la subsidiariedad, la Sala estima, contrario a lo dicho por el Despacho Cognoscente, que el mismo sí se encuentra acreditado, toda vez que el problema jurídico no gira en torno a estudiar o debatir la legalidad de un acto administrativo o los argumentos en que este está cimentado, sino en determinar si la demandada incurrió en alguna vía de hecho en sede administrativa que involucre el derecho fundamental al debido proceso de la UTP…
Frente a dicha prerrogativa ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental… (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades…”
Mediante Resolución Nro. 2663 de 2020, la ADRES señaló que los días hábiles para interponer el recurso de reposición transcurrieron así: 17, 18, 19, 20, 21, 24, 25, 26, 27 y 28. Lo cual nos lleva a concluir que el recurso SÍ se interpuso de manera oportuna por el ahora accionante en contra de la Resolución Nro. 107 de 2020, pese a lo cual, el mismo fue rechazado, supuestamente, por extemporáneo, afirmación que, se reitera, es a todas luces equivocada…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por… la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 3° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en las calendas del 31 de diciembre de 2020, declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional incoada en contra de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES).
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Los hechos narrados por el accionante en el libelo, dan cuenta de que la Universidad Tecnológica de Pereira, por medio de sus oficios, presentó ante la ADRES una solicitud de reconocimiento de prestaciones sociales, y que dicha entidad resolvió mediante Resolución Nro. 107 del 22 de enero de 2020 despachar de manera desfavorable esa solicitud. 
En las calendas del 6 de febrero, la ADRES radicó en la Universidad una citación para realizar la notificación personal de la aludida decisión, informándole que podía ser notificada electrónicamente siempre y cuando diera expresa autorización para ello. En efecto, el 11 de febrero de 2020 envió la correspondiente autorización.
El 14 de febrero de 2020, la ADRES le notificó a la Universidad la decisión adoptada en la resolución ya mencionada, y le hizo saber que en contra de la misma procedía el recurso de reposición, el cual debía ser promovido en un lapso de 10 días hábiles, a través del buzón electrónico atencionpqrs@adres.gov.co. Así, el 28 de febrero de 2020, o sea dentro de ese término, se interpuso dicho recurso. 
El 19 de marzo de 2020 la ADRES acusó recibido del mensaje enviado, y posteriormente, mediante Resolución Nro. 2663 del 21 de mayo de 2020 decidió rechazar “por extemporáneo” el recurso interpuesto, lo que se le notificó a la interesada el 17 de junio de esa anualidad. 

En vista de lo anterior, el accionante consideró que se le quebrantó a su representada el derecho fundamental al debido proceso, por lo que pidió que se le ordene a esta última que resuelva el recurso de reposición promovido en contra de la Resolución Nro. 107 del 22 de enero de 2020. 

ANTECEDENTES PROCESALES: 

1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Juzgado de primera instancia admitió la actuación mediante auto del 22 de diciembre de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado del libelo a la accionada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, para lo cual se le concedió el término de 2 días. 
2. Intervenciones: 

Pese a haber sido notificada en debida forma, la ADRES guardó silencio. 
3. Decisión de primera instancia: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió, mediante sentencia del 31 de diciembre de 2020, declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional, por considerar que el accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial. 

4. Impugnación: 

Inconforme con la decisión de instancia, la parte accionante presentó impugnación dentro del término legalmente previsto. En el memorial de sustentación, el recurrente expuso que la claridad argumentativa de la sentencia no le permite concluir que, en efecto, existen otras herramientas jurisdiccionales para determinar si la accionada vulneró el derecho fundamental al debido proceso de la UTP, al no darle trámite a un recurso de reposición que fue interpuesto de manera oportuna en contra de una decisión administrativa. 
Más adelante, tras citar unos antecedentes jurisprudenciales, sostuvo que la acción de tutela no siempre resulta improcedente para controvertir los actos administrativos, considerando que, para este caso puntual, no hay alternativa más idónea y eficaz que la acción de tutela. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia. 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991, por fungir como superior del Despacho que profirió la sentencia impugnada. 
2. Problema jurídico: 
Le corresponde determinar a esta Corporación si en el presente caso la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para invalidar la ejecutoria de un acto administrativo, y como resultado, ordenarle a la ADRES que le dé trámite al recurso de reposición promovido por la parte accionante en contra de la Resolución Nro. 107 del 22 de enero de 2020.  

3. Consideraciones de la Sala: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, como se aprecia en el expediente, el Dr. Ruber Nel García Angulo, está facultado, mediante poder debidamente otorgado por el rector y representante legal de la Universidad Tecnológica de Pereira, Luis Fernando Gaviria Trujillo, para representar sus intereses en sede de tutela.
De igual manera, podemos decir que está superado el aspecto de la inmediatez, al haberse interpuesto la tutela en un plazo razonable, teniendo en cuenta que el acto administrativo que rechazó el trámite de un recurso de reposición, fue notificado por parte de la ADRES a la UTP a mediados de junio de 2020. 
Luego, lo que tiene que ver con el presupuesto de la subsidiariedad, la Sala estima, contrario a lo dicho por el Despacho Cognoscente, que el mismo sí se encuentra acreditado, toda vez que el problema jurídico no gira en torno a estudiar o debatir la legalidad de un acto administrativo o los argumentos en que este está cimentado, sino en determinar si la demandada incurrió en alguna vía de hecho en sede administrativa que involucre el derecho fundamental al debido proceso de la UTP, de ahí que cobre eminente relevancia constitucional el tema objeto de controversia. 

El artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier persona, natural o jurídica, en contra de quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, de tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

Frente a dicha prerrogativa ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica” 

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados. Ahora, concretándonos en lo atinente al derecho de defensa y contradicción, el principio de doble instancia y el derecho de la persona a ser escuchada, dijo esa Alta Corte en Sentencia C-034 de 2014: 
“(…) Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  
En concordancia con lo anterior, y en cuanto a la aplicación del derecho de contradicción en el caso puntual, debemos anticipar que sí se avizora un desconocimiento de esa garantía. Para llegar a esa conclusión, no es necesario hacer un análisis muy profundo, basta con partir de los siguientes aspectos que se encuentran plenamente acreditados en el dosier:
1. Mediante la Resolución Nro. 107
 de 2020, la ADRES decidió negar a la Universidad Tecnológica de Pereira UTP el reconocimiento de unas prestaciones económicas reclamadas, decisión que fuera notificada
 por medio de correo electrónico a la interesada el 14 de febrero de 2020, en el que se dejó por sentado que en contra de esa decisión procedía el recurso de impugnación, el cual debía ser interpuesto en un plazo máximo de 10 días hábiles por medio del buzón atencionpqrs@adres.gov.co.   
2. El 28 de febrero de 2020, siendo las 03:16 p.m. el representante judicial de la Universidad radicó por vía de correo electrónico, a través del buzón de mensajes anunciado, el respectivo recurso.
3. Mediante Resolución Nro. 2663 de 2020, la ADRES señaló que los días hábiles para interponer el recurso de reposición transcurrieron así: 17, 18, 19, 20, 21, 24, 25, 26, 27 y 28. Lo cual nos lleva a concluir que el recurso SÍ se interpuso de manera oportuna por el ahora accionante en contra de la Resolución Nro. 107 de 2020, pese a lo cual, el mismo fue rechazado, supuestamente, por extemporáneo, afirmación que, se reitera, es a todas luces equivocada, conforme a la documentación obrante en el expediente que da cuenta del envío del mismo antes del vencimiento del término consagrado en la ley.
Con base en lo que viene de decirse, resulta claro que la acción de amparo constitucional no sólo es procedente, sino además necesaria para enderezar la gestión desplegada por la ADRES en cuanto al trámite, o más bien a la falta de gestión que le impartió al recurso instaurado por la parte aquí accionante, pues es claro que lo que se cuestiona en este asunto no es el contenido, ni mucho menos el fondo de su decisión, sino el hecho de haber faltado a su deber legal de resolver de fondo los planteamientos de disenso formuladas en la reposición.
En ese orden de ideas, entendiendo que el derecho aquí quebrantado de forma directa es el del debido proceso en su componente de defensa, considera esta Colegiatura que es necesario tutelar esa prerrogativa fundamental a la UTP, para lo cual se habrá de revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar, se dejará sin efectos la ejecutoria de la Resolución Nro. 107 de 2020, para que, consecuentemente, en un lapso que no supere los cinco 5 días hábiles, resuelva el recurso de reposición presentado por la UTP en contra de ese acto administrativo. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para en su lugar tutelar el derecho fundamental al debido proceso de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA.
SEGUNDO: INVALIDAR la ejecutoria de la Resolución Nro. 107 de 2020 expedida por la ADRES, para que, consecuentemente, en un lapso que no supere los cinco 5 días hábiles, resuelva el recurso de reposición presentado por la UTP en contra de ese acto administrativo. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� En los considerandos sucesivos, la exposición toma como fundamento, principalmente, las sentencias C-089 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), C-980/10 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo). Sin embargo, destaca la Sala que esas consideraciones corresponden a una doctrina pacífica, constante y uniforme sobre el alcance del debido proceso administrativo; sus relaciones y diferencias con el debido proceso judicial. 


� Sentencia T-653 de 2006 (MP. Humberto Antonio Sierra Porto).


� C-980/10. En la sentencia C-598/11 complementó la Corte: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas (Sentencia T-1263 de 2001). Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados” (Sentencia T-772 de 2003). Refiriéndose también al alcance específico del debido proceso administrativo, en un asunto relativo a la importancia de las notificaciones de los actos administrativos que afectan situaciones particulares y concretas, explicó la Corporación: “Específicamente, el debido proceso administrativo se consagra en los artículos 29, 6 y 209 de la C.P. Y la jurisprudencia lo ha definido como: ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…) con dicha garantía se busca ‘(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’. […] el desconocimiento del debido proceso administrativo, supone también la violación del derecho de acceso a la administración de justicia y transgrede los principios de igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción que gobiernan la actividad administrativa”. [C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo]


� Folio 19 y siguientes


� Folio 25
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